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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA JUDICIAL / REQUISITOS PARA HACER VIABLE EL AMPARO / SI LA OBLIGACIÓN ES DE DAR DEBE ACUDIRSE AL EJECUTIVO.
… hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho…
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez.  

El inconveniente en este asunto versa sobre el factor de la subsidiariedad, el que, en sentir de la Sala, en consonancia con lo argüido por el Despacho de primera instancia, no se encuentra superado en esta ocasión…
… una de las causales de improcedencia es la verificación de que a quien acude a su reclamo le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales…
… hay cuando menos tres requisitos que deben ser verificados por el Juez de tutela al momento de determinar la procedencia de ordenar por esta vía el cumplimiento de una decisión judicial. “… (i) la autoridad encargada de ejecutar el fallo se niega a hacerlo, (ii) el no cumplimiento vulnera directamente el derecho fundamental del actor y (iii) cuando se está ante una obligación de hacer o de dar, cuando el mecanismo ordinario carece de idoneidad y no resulta efectivo para la protección del derecho fundamental.” (…)
… encuentra la Sala que el mecanismo idóneo para hacer efectiva una sentencia judicial donde existe una obligación de dar, el mecanismo idóneo para lograr su materialización cuando la persona o autoridad obligada es renuente a su cumplimiento, es el proceso ejecutivo…
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]






TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, quince (15) de junio de dos mil veintiuno (2021)

Hora: 3:25 p.m. 
Aprobado por Acta No. 470

	Radicación: 
	66001 31 09 001 2021 00030 01

	Procedencia: 
	Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira

	Accionante: 
	Ofelia Ocampo de Cardona – con agente oficiosa

	Apoderado: 
	Víctor Hugo Moreno Hurtado

	Accionado:
	Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del apoderado judicial de la señora María Cristina Cardona Ocampo, quien a su vez agencia oficiosamente los intereses de OFELIA OCAMPO DE CARDONA, en contra del fallo de tutela mediante el cual el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira negó la querella de amparo formulada en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP. 

ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Fueron sintetizados por el Despacho de conocimiento así: 
“Ofelia Ocampo de Cardona presentó a través de apoderado judicial demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en la cual, demandó ante un juez administrativo, la reliquidación de su primera mesada pensional. Dicho trámite inició en el año 2015, ante el Juzgado Dieciséis Administrativo de Cali y luego de resolver un conflicto de competencia territorial, la actuación fue remitida con auto del 19 de febrero de 2018 al Distrito Judicial de Pereira, siendo repartida al Juzgado Quinto Administrativo. 
Mediante sentencia del 13 de julio de 2018, el juzgado de conocimiento accedió a las pretensiones de la demanda y condenó a la UGPP, entre otras, a “reliquidar la pensión de jubilación de la señora Ofelia Ocampo de Cardona, a partir del 1º de julio de 1981 pero con efectos fiscales desde el 19 de marzo de 2012, por haber operado el fenómeno de la prescripción, en una suma equivalente al 75% del promedio de lo devengado en el último año de servicios, incluyendo además del salario, prima de navidad, semestral, anual retiro, antigüedad, dominicales, incremento 15 días disfrutadas y vacaciones, también la prima de vacaciones; suma que recibirá los incrementos anuales (…)” 
La referida decisión fue apelada por la UGPP y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, el 10 de agosto de 2020, confirmó la determinación de primera instancia y modificó únicamente lo relacionado con las costas, en el sentido de exonerar el pago de estas al demandado. 
Relata el profesional del derecho que el proceso administrativo duro 5 años y la sentencia proferida fue en abstracto, es decir no se determinó el monto exacto a reconocer a favor de la demandante, pues no existió liquidación. 
Aduce que se solicitó a la entidad accionada el cumplimiento de la sentencia judicial, expidiéndose la Resolución No. RDP023456 del 15 de octubre de 2020 “Por la cual se Reliquida una Pensión de JUBILACIÓN en cumplimiento de un fallo judicial proferido por el TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE RISARALDA SALA TERCERA DE DECISIÓN”; sin embargo, señala el apoderado judicial que este acto administrativo presentó ambigüedades ya que se realizó una operación aritmética donde se reliquida la primera mesada pensional de la agenciada, pero no se determinó el saldo a favor de la misma, ni el valor adeudado, ni mucho menos se expresó una merma de su mesada pensional, decisión que no dio lugar a la interposición de recursos por tratarse de un acto de cumplimiento de sentencia. 
Afirma que un mes después de expedida la resolución y considerando que no se acató el fallo judicial, con sorpresa de advierte que la UGPP disminuyó la mesada pensional de la demandante en $91.729, es decir la accionante devengaba mensualmente $2.291.475, y en el mes de noviembre le fue consignado únicamente $2.199.746, disminución que se ha mantenido mes a mes. 
Considera el apoderado judicial de la accionante, que la UGPP se aprovechó de que la sentencia emitida en favor de su prohijada fue en abstracto y al recalcular la primera mesada pensional lo realizó en forma amañada a sus intereses y por fuera del ámbito legal, es decir calculó algunos factores salariales de forma desproporcionada, caprichosa y en contravía de las sentencias judiciales que fueron favorables a los intereses de la agenciada. 
El 3 de febrero del 2021, la accionante radicó derecho de petición ante la UGPP solicitando la aclaración de los aspectos ambiguos contenidos en el acto administrativo, dándose respuesta de la cual se pude concluir que la entidad accionada entendió mal los alcances del fallo judicial y transgredió el contenido del mismo, pues se reitera que había sido favorable a los intereses de la parte demandante. 
Señala el abogado que la señora Ofelia Ocampo de Cardona cuenta con 93 años de edad, siendo una persona de la tercera edad y sujeto de especial protección constitucional, por lo que no es viable considerar la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para lograr el cumplimiento efectivo de una sentencia judicial dictada a favor de la agenciada, como lo es un proceso ejecutivo, debido a la demora en dicho trámite, por lo que considera que la acción de tutela es el mecanismo idóneo y eficaz para ventilar las pretensiones de la acción constitucional. 
Inconforme con la situación, a través de apoderado judicial, la señora María Cristina Cardona Ocampo, actuando en calidad de agente oficiosa de Ofelia Ocampo de Cardona, interpone acción de tutela con la que pretende se amparen los derechos fundamentales de la agenciada, en consecuencia, se deje sin efectos la Resolución No. RDP023456 del 15 de octubre de 2020 proferida por la UGPP, y se ordene que en el término de 15 días contados a partir de la notificación del fallo se emita un acto administrativo nuevo que efectivamente de cumplimiento a la sentencia proferida por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, el 10 de agosto de 2020, que ordenó la reliquidación favorable a la mesada pensional de la señora Ofelia Ocampo de Cardona, realizando dicho cálculo de acuerdo a la ley, es decir, tomando los valores certificados por concepto de factores salariales, sumándolos y sacándoles su promedio mensual a 12 meses, sin realizar divisiones de factores salariales, reglas de tres o similares ajenos a la respectiva sentencia. Lo anterior conlleva, a que cese la disminución arbitraria y oficiosa, del monto de la mencionada mesada pensional de la accionante, que se viene realizando desde el mes de noviembre del año 2020.”
ANTECEDENTES PROCESALES:
1. Admisión y conformación del contradictorio: 

El Despacho de instancia admitió la petición de amparo interpuesta mediante auto del 13 de abril de 2021, en el que ordenó correr traslado a la UGPP para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
2. Intervenciones: 

Dentro del término de traslado, el Subdirector de Defensa Judicial Pensional y apoderado Judicial de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP, se refirió a los antecedentes administrativos y judiciales relacionados con el reconocimiento de una pensión en favor de la señora Ofelia Ocampo de Cardona. 
Explicó que el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Pereira mediante fallo de fecha 13 de julio de 2018, en una acción de nulidad y restablecimiento del derecho ordenó: 
“1. DECLARASE parcialmente probada la excepción da prescripción trienal por las razones expuestas en esta providencia.
2. DECLARESE no probadas las demás excepciones formuladas por la entidad demandada y vinculadas. en consideración a lo expuesto.
3. DECLARASE la nulidad del oficio No. 201540000006151 del 21 de mayo de 2016 proferido por la Caja de Previsión Social de Comunicaciones CAPRECOM, por medio del cual niega la reliquidación de la pensión de jubilación de la señora Ofelia Ocampo de Cardona.
4. Como consecuencia de lo anterior, y a título de restablecimiento del derecho, se condena a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, a reliquidar la pensión de jubilación de la señora Ofelia Ocampo de Cardona a partir del 01 de julio de 1981 pero con efectos fiscales desde el 19 de marzo de 2012 por haber operado el fenómeno de la prescripción en una suma equivalente al 75% del promedio de lo devengado en el último año de servicios, incluyendo además del salario, prima de navidad, semestral, anual, retiro, antigüedad, dominicales, incremente 15 días disfrutadas y vacaciones, también la prime de vacaciones suma que recibirá los incrementos anuales de ley con arreglo a todo lo expuesto en la parte motiva de este sentencia.
5. La entidad condenada pagará a la parte demandante las diferencias que resulten entre la reliquidación ordenada por medio de la presente sentencia y las sumas reconocidas en su favor por concepto de la mesada pensional reconocida mediante la Resolución No. 3628 del 28 de agosto de 1981, reliquidada por medio de la Resolución 04499 del 18 de noviembre de 1981 y el mayor valor, a que en efecto asciende dicha prestación tras el reajuste ordenado en esta sentencia, como se dijo, a partir del 19 de marzo de 2012, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de este proveído
6. Exonerar de responsabilidad a la Caja de Previsión Social de Comunicaciones CAPRECOM y al Patrimonio Autónomo de Remanentes PAR - Telecom, de conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de este proveído
7. Se condena a la UGPP a efectuar tos ajustes de valor sobre las sumas que resulten a favor de la parte demandante según el Índice de precios al consumidor de conformidad con el inciso final del artículo 187 de la Ley 1437 de 2011, para lo cual se observará lo señalado en la parte motiva de este fallo
8. La entidad condenada podrá efectuar los descuentos por aportes sobre aquellos factores que no hayan sido objeto de deducción legal conforme a lo expuesto en este proveído
9. La entidad estatal condenada dará cumplimiento al presente fallo en el término estipulado en el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011
10. De conformidad con lo establecido en los artículos 192 y 203 inciso final de la Ley 1437 de 2011, por secretaria se enviará copia de esta providencia a la entidad condenada para lo de su competencia.
11. Se condena en costas a la parte vinculada vencida en favor de la actora una vez ejecutoriada la presente providencia, liquídense por secretaria. En virtud de lo anterior, se fijan como agencias en derecho la suma de $ 781.242, conforme a lo señalado en la parte motiva del presente proveído.

Que posteriormente el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, mediante fallo del 10 de agosto de 2020 dispuso: 

“1.- REVÓCASE el numeral 11 de la sentencia proferida el 13 de julio de 2018 por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Pereira, de conformidad con lo razonado en precedencia.

2.- CONFÍRMASE en lo demás la sentencia apelada, pero por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 3.- Sin costas en esta instancia, de conformidad con lo expuesto. 
4.- Ejecutoriado este fallo, devuélvase el expediente al Juzgado de origen”
Que esa entidad dio cumplimiento al fallo judicial a través de la Resolución RDP 023456 del 15 de octubre de 2020, incluyendo todos los factores salariales devengados durante el último año de servicios y reconociendo la prestación en un porcentaje del 75%, por lo cual no ha lugar a considerar que la UGPP vulneró los derechos deprecados por la parte accionante. Además, mediante radicado de salida No. 2021143000287401 del 15 de febrero de 2021, se aclaró a la interesada la forma en que fue reliquidada su pensión de jubilación. 
3. Sentencia: 

Al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de instancia decidió mediante sentencia del 20 de abril de 2021 declarar la improcedencia de la solicitud de amparo invocada, al puntualizar que a la accionante le asisten otros medios de defensa judicial, y enfatizó que la avanzada edad de la titular de los derechos no basta para conceder el amparo, especialmente cuando está demostrado que ella recibe cumplidamente unas mesadas pensionales. 
4. Fundamento de la impugnación:
Inconforme con la decisión de instancia, el apoderado de la accionante presentó escrito de impugnación en el cual señaló que no se encontraba conforme con los argumentos del Juez fallador, pues no tuvo en cuenta la avanzada edad de su representada quien tiene 93 años (superó la tesis de vida probable) y es sujeto de especial protección Constitucional, por lo que debió aplicarse en su favor una excepción a la regla de procedibilidad (subsidiariedad) de la tutela. 
Argumentó que la accionada, “bajo eufemismos y falacias argumentativas” se ha sustraído de cumplir con un fallo judicial en su contra y disminuyó temerariamente la mesada pensional de la señora Ofelia, trasladándole a ella la carga desproporcionada de acudir a la justicia ordinaria para reivindicar su derecho, aprovechándose con ello de su posición dominante.
Refirió que el A quo incurrió en yerros o defectos sustantivos por aplicar en la motivación de su sentencia una jurisprudencia que no considera aplicable al caso bajo estudio, porque contrariamente en ellas se habían analizado casos de personas que no estaban catalogadas como sujetos de especial protección constitucional. 

Así mismo, incurrió el Juzgado, según el recurrente, en un desconocimiento del precedente jurisprudencial que sí resultaba adecuado, y que denota la excepción a esa regla de procedibilidad invocada por el Despacho en aquellos eventos que se está en presencia de sujetos de protección constitucional reforzada. 
Por último, formuló los siguientes interrogantes: 

¿Dado a su avanzada edad (93 años), la existencia de la accionante, se podría haber extinguido para la fecha de una decisión dentro de un proceso judicial ordinario, como lo es el proceso ejecutivo, que cuenta con doble instancia y sobre el mismo proceden recursos e incidentes de todo tipo?

¿Es un trato digno, someter a una persona de 93 años, al peso de un proceso ejecutivo, y más aún, cuando está (SIC.) ya ganó su derecho en dos instancias dentro de un proceso que duró cinco años?

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
2. Problema jurídico:  

Le corresponde determinar a esta Corporación si la UGPP ha vulnerado en forma alguna los derechos fundamentales señalados por la parte accionante, de manera que deba revocarse el fallo de instancia, el encontrarse que es procedente la reclamación del cumplimiento íntegro de una decisión judicial por esta vía, o si, por el contrario, la decisión revisada se encuentra ajustada a derecho y por ello merece su ratificación. 

3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. En consecuencia, siempre resulta necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez Constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez.  

El inconveniente en este asunto versa sobre el factor de la subsidiariedad, el que, en sentir de la Sala, en consonancia con lo argüido por el Despacho de primera instancia, no se encuentra superado en esta ocasión por los motivos que a continuación se exponen:

Preliminarmente debemos referirnos al contenido del inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, que, en concordancia con los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos interpelados, o que se invoca como mecanismo de protección transitoria para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que a quien acude a su reclamo le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales, porque aun cuando lo que se invoca son derechos de tal raigambre, no podemos perder de vista que todas las herramientas, acciones o mecanismos judiciales estatuidos en la Rama Judicial, sea cual fuere su área o especialidad, debe propender por la protección de los derechos mínimos de quienes en estas intervienen, por alguna razón la Carta Constitucional es la norma base de todo el ordenamiento jurídico, la cual debe ser considerada sin discriminar el tipo de procedimiento judicial que se adelante. 

Según ese norte, la acción de tutela es una herramienta diseñada o pensada para llenar los vacíos que pudiera ofrecer el aparato jurisdiccional, de allí, como se indicó en párrafos precedentes, su procedencia está condicionada a la no existencia de otras alternativas de resolución del conflicto, o al riesgo de padecer un perjuicio irremediable que viabilice la intervención del juez de tutela, aunque fuere de manera transitoria, posibilidad que, desde luego, debe ser analizada según los aspectos concretos y puntuales del caso bajo estudio. 

Bajo dicha égida, el legislador dejó por sentada la prevalencia de las acciones ordinarias consagradas en la Jurisdicción, porque ante su existencia, los conflictos pueden y deben ser propuestos allí, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo, imposible de realizar en el perentorio término que para la resolución de las acciones de tutela consagra la ley, aunado a lo cual, se insiste, la justicia ordinaria en cada una de sus especialidades, está en la obligación de garantizar la salvaguarda de los derechos fundamentales; por tanto, a la tutela se debe acudir como último recurso, o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente al riesgo de sufrir un perjuicio irremediable, perceptible y verificable a grandes rasgos en el devenir del trámite tuitivo. Frente al tema ha dicho la Corte: 
“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales, sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales. Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.” 

En ese orden de ideas, el Juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos: “… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados…”.

La acción de tutela no es entonces un medio alternativo, ni menos adicional o complementario a las herramientas disponibles en la jurisdicción para resolver determinado tipo de asunto según su especialidad, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Por manera que, si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones formuladas en sede Constitucional.
En ese orden, debemos anunciar que estamos ante un escenario que desborda la capacidad de intervención de la especialidad Constitucional, no solo por abordar un conflicto litigioso que exige análisis reglamentarios y un ejercicio probatorio excesivo, sino porque se debaten asuntos de naturaleza económica, lo cual, valga decirse, a nivel jurisprudencial y normativo no resultan ser precisamente los más pacíficos.

En ese orden, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, hay cuando menos tres requisitos que deben ser verificados por el Juez de tutela al momento de determinar la procedencia de ordenar por esta vía el cumplimiento de una decisión judicial. “… (i) la autoridad encargada de ejecutar el fallo se niega a hacerlo, (ii) el no cumplimiento vulnera directamente el derecho fundamental del actor y (iii) cuando se está ante una obligación de hacer o de dar, cuando el mecanismo ordinario carece de idoneidad y no resulta efectivo para la protección del derecho fundamental.” 

De acuerdo con la anterior cita jurisprudencial, se debe aclarar que existen dos clases de obligaciones a cumplir a partir de una decisión judicial: las obligaciones de hacer y las de dar, por ejemplo, cuando en virtud de un proceso se ordena el reintegro de un trabajador, se hace referencia a las obligaciones u órdenes de hacer, mientras que las de dar están relacionadas con la entrega o pago de dineros u otras especies. Respecto a estas últimas, y específicamente respecto a la posibilidad de lograr su materialización por vía Constitucional, se ha dicho por el Órgano de Cierre lo siguiente:
“En relación con la procedencia de la acción de tutela para exigir el cumplimiento de providencias judiciales ejecutoriadas, esta Corte ha indicado, de manera general, que cuando lo ordenado en la providencia incumplida verse sobre una obligación de dar, debe el juez de tutela asegurarse que no exista otro mecanismo que asegure el cumplimiento, o que se esté en presencia de un perjuicio irremediable; al respecto en sentencia de T-830 de agosto 11 de 2005, M. P. Alfredo Beltrán Sierra, se precisó:

“Solo ante la inoperancia de un mecanismo de carácter legal mediante el cual puedan garantizarse en debida forma los derechos, puede instaurarse la acción de tutela para la defensa de los derechos que se estimen vulnerados. Desde este tópico, y en cuanto al cumplimiento de sentencias en materia laboral, la Corte Constitucional ha mencionado, no obstante que la acción de tutela es improcedente cuando se trata de exigir el pago de una suma de dinero reconocida por una sentencia. En igual sentido se ha pronunciado esta Corte en las sentencias T-403 de 1996, T-395 de 2001, T-342 de 2002, T-1686 de 2000. En la Sentencia T-599 de 2004, se expresó que la acción de tutela entonces no es admisible cuando se trata de una obligación de dar, porque para estos casos el instrumento idóneo de carácter ordinario es el proceso ejecutivo…”.
 
Así las cosas, encuentra la Sala que el mecanismo idóneo para hacer efectiva una sentencia judicial donde existe una obligación de dar, el mecanismo idóneo para lograr su materialización cuando la persona o autoridad obligada es renuente a su cumplimiento, es el proceso ejecutivo, lo que no constituiría una excepción en el caso de la señora Ofelia Ocampo de Cardona, porque si bien la Sala NO deja de reconocer que Ella es una ciudadana de edad avanzada, su longevidad no es una causal para que pueda valerse del mecanismo de amparo como vía alternativa para acceder a sus aspiraciones, máxime cuando sus intereses deben ser analizados en litigio, y es que el ser reconocida como sujeto de especial protección constitucional no se traduce en que esta jurisdicción esté facultada bajo dicho argumento, para otorgarle derechos omnímodos a las personas que hacen parte de este grupo poblacional, o que esto incida para obtener una respuesta favorable a cuanta solicitud se presente ante las autoridades. 
Lo anterior quiere decir que estos aspectos flexibilicen el análisis de procedibilidad de la acción de tutela, ello no se traduce en una carta blanca para acceder a cualquier tipo de solicitud que deliberadamente impetre quien ostenta esa calidad, sino que es necesario que concurran otros factores como el perjuicio irremediable que se determina cuando se logre demostrar que las medidas requeridas para conjurar el supuesto menoscabo en los derechos fundamentales sean inminentes, urgentes e impostergables
. 

En este caso, vemos que la titular de los derechos no se encuentra en condiciones de desamparo, ni podemos aseverar que esté sufriendo una afectación al mínimo vital, por el contrario, se reconoció por ambas partes que ella percibe una mesada pensional que supera el salario mínimo. 
De otro lado, aunque no podemos dejar de reconocer que la acción de tutela es un mecanismo judicial que se caracteriza por exigir menos ritualidades que otro tipo de demandas, lo cierto del caso es que en este asunto no está demostrado ni siquiera el valor que supuestamente debió reconocérsele en su pensión a la señora Ofelia, dado que el mismo libelista reconoció que el fallo objeto de cumplimiento fue abstracta porque NO determinó el monto exacto a reconocer a favor de la demandante, a partir de allí, la UGPP considera que cumplió con las directrices planteadas en la sentencia, y cualquier duda frente al particular deberá necesariamente ser dilucidada por quien dictó el proveído o por el Juez que conozca del proceso ejecutivo. 
Adicionalmente, no se puede asegurar que el curso de un proceso ejecutivo, en el que inclusive se pueden ordenar medidas cautelares, estará sujeto a la misma tardanza propia de los procesos ordinarios. En otras palabras, no existe ningún tipo de argumento válido que nos permita aseverar que es necesaria la intervención del Juez de tutela a modo de proceso ejecutivo, por cuanto la carga de la prueba recaía en la accionante para demostrar el por qué la vía natural de la que se ha valido en otras ocasiones, no es posible sobrellevar en esta oportunidad. 
En virtud de lo dicho hasta ahora, confrontado con los planteamientos de la recurrente, la Sala concluye que no le asiste razón a aquel en sus reproches, porque como bien lo indicó el Juez de instancia, no se logró acreditar que los hechos consignados en el libelo están poniendo en riesgo intereses superiores de su representada, al punto de hacer ineficaz la vía judicial diseñada para realizar el cobro ejecutivo de la obligación. 
De acuerdo con lo anterior, encuentra este Juez Colegiado que no existe mérito suficiente para dar aplicación a las reglas de excepción dispuestas jurisprudencialmente para determinar la procedencia de la tutela para ordenar el cumplimiento de una sentencia judicial. Así las cosas, la decisión adoptada por el Juzgado de primera instancia será confirmada.  

Anotación final: 

Es de anotar que aun cuando los motivos expuestos a lo largo y ancho del presente proveído no permitían acceder a las pretensiones de la parte accionante en este expedito escenario, la Sala estima que los hechos narrados por el demandante en el libelo dan cuenta de una posible irregularidad en que, según él, pudo incurrir la UGPP al momento de acatar de manera presuntamente “acomodada” un fallo judicial; en ese sentido, y ante los reproches formulados por dicho sujeto procesal en esos términos, se ordenará compulsar copias de la presente actuación con destino a la FGN y la Procuraduría General de la Nación para que se investigue, si así lo consideran pertinente, las posibles conductas penales y/o disciplinarias en que pudo incurrir la aludida entidad en lo que tiene que ver con la señora Ofelia Ocampo de Cardona. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela mediante el cual el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal decidió negar la querella de amparo formulada por la señora ESPERANZA CASTRILLÓN MARÍN en contra de COLPENSIONES. 
SEGUNDO: COMPULSAR copias de la presente actuación con destino a la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN y la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN para que, si a bien lo tienen, se investiguen las posibles conductas penales y/o disciplinarias en que pudo incurrir la UGPP en lo que tiene que ver con la señora Ofelia Ocampo de Cardona. 

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
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